
Sexta.—El concesionario será responsable de cuantos daños 
pueda ocasionarse a intereses públicos o privados, como conse­
cuencia de las obras autorizadas, quedando obligado a su in­
demnización.

Séptima.—Se concede autorización para la ocupación de los 
terrenos de dominio público necesarios para las obras. En cuan­
to a. las servidumbres legales, podrán ser decretadas por la 
autoridad competente, una vez publicada la autorización.

Octava.—El concesionario sólo podrá destinar los terrenos de 
dominio público ocupados a la construcción de viales, aparca­
mientos o dedicarlos a cultivos, no pudiendo construir edifica­
ciones sin la expresa autorización del Ministerio de Obras Pú­
blicas, quedando terminantemente prohibida la construcción de 
viviendas. Tampoco podrá ceder, permutar o enajenar aquellos 
terrenos, ni registrarlos a su favor; solamente podrá ceder a 
tercero el uso que se autoriza, previa aprobación del expe­
diente correspondiente por el Ministerio de Obras Públicas. Los 
terrenos ocupados no perderán en ningún caso su carácter de- 
manial.

Novena.—Queda sujeta esta autorización al cumplimiento de 
las disposiciones vigentes o que se dicten en los sucesivo, re­
lativas a la industria nacional, contrato de trabajo, Seguridad 
Social y demás de carácter laboral, administrativo o fiscal.

Diez.—Queda prohibido el establecimiento dentro del cauce de   
escombros, acopios, medios auxiliares y en general de cual­
quier elemento que pudiera representar un obstáculo al libre 
curso de las aguas, siendo responsable el concesionario de los 
males que pudieran seguirse por esta causa, con motivo de las 
obras, y de su cuenta los trabajos que la Administración or­
dene realizar para mantener la capacidad de desagüe del cauce 
en el tramo afectado por dichas obras.

Once.—El concesionario queda obligado a cumplir, tanto du­
rante el período de construcción como en el de explotación, las 
disposiciones de la Ley de Pesca Fluvial para conservación de 
las especies dulceacuícolas.

Doce.—El concesionario conservará las obras en perfecto es­
tado y procederá sistemáticamente a la limpieza del cauce cu­
bierto para mantener su capacidad de desagüe y evitar enchar- 
camientos. El concesionario estará obligado a reparar a su 
cargo los perjuicios que puedan originarse en el cauce por 
motivo de las obras autorizadas.

Trece.—Esta autorización no faculta por sí sola para eje­
cutar obras en zona de servidumbre de carreteras, caminos 
o ferrocarriles, por lo que el concesionario habrá de obtener 
en su caso, la necesaria autorización de los Organismos com­
petentes, encargados de su policía y explotación. Tampoco fa­
culta para realizar ninguna clase de vertido de aguas residuales 
en el cauce público afectado, para lo cual, si se desea, habrá 
de tramitarse el expediente correspondiente.

Catorce.—El concesionario habrá de satisfacer, en concepto 
de canon por ocupación de terrenos de dominio público, a tenor 
de lo establecido por el Decreto número 134, de 4 de febrero 
1960, la cantidad que se determine con base en documentos 
fehacientes, y se extenderá a toda la superficie ocupada por 
la cobertura en terrenos de dicho dominio, pudiendo ser revi­
sado este canon anualmente, de acuerdo con lo dispuesto en el 
articulo 4.° de la citada disposición.

Quince.—Los depósitos constituidos quedarán como fianza de­
finitiva para responder del cumplimiento de estas condiciones, 
y serán devueltos al concesionario, una vez que haya sido apro­
bada el acta de reconocimiento final de las obras.

Dieciséis.—La autorización para ocupar los terrenos de do­
minio público de la cobertura tendrá un plazo máximo de no­
venta y nueve años.

Diecisiete.—Caducará esta autorización para incumplimiento 
de cualquiera de cetas condiciones, y en los casos previstos en 
las disposiciones vigentes, declarándose la caducidad según los 
trámites señalados en la Ley y Reglamento de Obras Públicas.

Lo que se hace público en cumplimiento de las disposiciones 
vigentes.

Madrid, 20 de mayo de 1976.—El Director general, P. D., el 
Comisario Central de Aguas, José María Gil Egea,

14655 RESOLUCION de la Jefatura Provincial de Carre­
teras de Huesca por la que se declara la nece­
sidad de ocupación de las fincas que se citan en 
el término municipal de Montanuy (Poblado de 
Noalesl.

Con fecha de hoy, esta Jefatura ha dictado la siguiente re­
solución:

Examinado el expediente de expropiación forzosa de fincas 
instruido con motivo de las obras del proyecto 3-HU-227, recons­

trucción del puente de Noales en el punto kilométrico 57,100 
de la carretera C-144, de Pobla de Segur a Castejón de Sos;

Resultando que anunciada información pública en el Ayun­
tamiento del referido término municipal, en el «Boletín Oficial 
del Estado», en el de la provincia y en un periódico de esta 
capital, no fue presentada ninguna reclamación ni se solicitó 
rectificación alguna.

Resultando que abierto un nuevo período de veinte días pa­
ra el cumplimiento de ios trámites prescritos en el artículo 19 
del vigente Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa, no 
se ha llevado a cabo rectificación alguna en el expediente;

Resultando que la Abogacía del Estado de esta provincia 
ha emitido el reglamentario informe respecto del expediente;

Vistos la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre 
de 1954 y el Reglamento para su aplicación de 26 de abril 
de 1957;

Considerando que el presente expediente se ha tramitado 
con arreglo a las prescripciones legales y reglamentarias;

Esta Jefatura, haciendo uso de las facultades que le con­
fiere el artículo 20 de la citada Ley, en relación con el 98 de 
la misma, ha resuelto lo siguiente:

Primero.—Declarar la necesidad de la ocupación de las fincas 
objeto de este expediente cuya relación detallada fue publicada 
en el «Boletín Oficial del Estado», número 258, de fecha 28 de 
octubre de 1975.

Segundo.—Publicar esta resolución en la forma prescrita en 
el artículo 21 de la expresada Ley y notificarla a los intere­
sados en el procedimiento expropiatorio, advirtiendo que con­
tra el presente acuerdo pueden interponer recurso de alzada 
ante el excelentísimo señor Ministro de Obras Públicas, en el 
plazo de diez días, a contar desde la notificación personal, o des­
de la publicación en los Boletines según los casos.

Lo que se hace público, para general conocimiento, a los 
efectos indicados en la misma.

Huesca, 26 de mayo de 1976.—El Ingeniero Jefe.—4.416-E.

14656 RESOLUCION de la Primera Jefatura Regional de 
Carreteras por la que se fijan fechas para el le­
vantamiento de actas previas a la ocupación de 
los bienes y derechos afectados que se citan.

Habiendo sido ordenado por la Dirección General de Carre­
teras y Caminos Vecinales del Ministerio de Obras Públicas el 
8 de abril de 1976 la iniciación del expediente de expropiación 
forzosa correspondiente al proyecto: «CN-420, entre Torralba 
de Calatrava y Puerto Lápice. Ensanche y mejora del firme. 
Acondicionamiento. CN-420, de Córdoba a Tarragona por Cuen­
ca, p. k. 216 al 263. Provincia de Ciudad Real», que por estar 
incluido en el programa de inversiones del vigente Plan de 
Desarrollo, le es de aplicación el párrafo b) del artículo 42 
del texto refundido, aprobado por Decreto 1541/1972, de 15 de 
junio, considerándose implícitas las declaraciones de utilidad 
pública, necesidad de ocupación y urgencia para la ocupación 
de los bienes y derechos afectados, con los efectos que se es­
tablecen en el artículo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa 
de 16 de diciembre de 1954; en consecuencia,

Esta Jefatura, de conformidad con lo dispuesto en el artícu­
lo 52 de la Ley de Expropiación Forzosa de 16 de diciembre 
de 1954, ha resuelto convocar a los propietarios y titulares de 
los bienes y derechos afectados que figuran en la relación ad­
junta para que el día y hora que se expresan comparezcan 
en el Ayuntamiento del término municipal anteriormente ci­
tado, al objeto de trasladarse al propio terreno si fuese nece­
sario y proceder al levantamiento de las actas previas a la 
ocupación de las fincas afectadas.

A dicho acto deberán asistir los afectados personalmente o 
bien representados por persona debidamente autorizada para 
actuar en su nombre, aportando los documentos acreditativos 
de su titularidad, el último recibo de contribución, certificado 
catastral y cédula urbanística, pudiendo hacerse acompañar a 
su costa, si lo estiman oportuno, de sus Peritos y Notario.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 56,2 idel Re­
glamento de 26 de abril de 1957, los interesados, así como las 
personas que siendo titulares de derechos reales o intereses 
económicos que se hayan podido omitir en la relación adjunta, 
podrán formular por escrito ante la Primera Jefatura Regional 
de Carreteras hasta el día señalado para el levantamiento de 
las actas previas cuantas alegaciones estimen oportunas a los 
solos efectos de subsanar los posibles errores que se hayan po­
dido padecer al relacionar los bienes y derechos que se afectan.

Madrid, 13 de julio de 1976.—El Ingeniero Jefe accidental, 
P. D., el Jefe de la División Regional de Actuación Administra­
tiva, Miguel Peinado Martínez.—5.550-E.


